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Deseo agradecer al Profesor James Anaya y al señor Wilton 
Littiechild por la presentación de sus respectivos informes. 

En esta oportunidad, deseo concentrarme en el informe del 
Profesor Anaya y poner en relieve el importante esfuerzo que ha 
venido llevando a cabo.sobre el tema de las industrias extractivas y,, 
los pueblos indígenas, tal como figura en su informe final sobre esta 
importante materia. 

Al respecto, es pertinente poner en relieve algunas de las ideas 
planteadas en este informe. En primer lugar, coincido con el Relator 
en que, a pesar de algunas experiencias negativas, y con una 
perspectiva de futuro, no se debe suponer que los intereses de las 
industrias extractivas y de los pueblos indígenas sean totalmente o 
siempre contrapuestos, 

Con frecuencia, son únicamente los casos conflictivos a los que se 
da una mayor cobertura. Sin embargo, como se desprende, de.!., 
informe del Relator, hay una gran variedad de situaciones en las 
que las empresas, los Estados y los pueblos indígenas han 
encontrado fórmulas de explotación de los recursos naturales 
compatibles con las normas internacionales, la protección del medio 
ambiente y propicias para la realización de los derechos de los 
pueblos indígenas. 

Considero valiosos los aportes del Relator en esta materia y me 
permito, sugerir desarrollar con mayor profundidad no sólo los 
elementos comunes a estas situaciones de éxito, sino también 
compilar y detallar, con la mayor precisión posible los distintos 
elementos que han hecho posible la armonización de los derechos 
de los pueblos indígenas con las necesidades y expectativas de 
inversiones extractivas que benefician a la sociedad en su conjunto. 



En segundo lugar, no puedo sino concordar con el Relator en la 
importancia que los Estados adopten las medidas necesarias para 
garantizar el derecho de los pueblos y personas indígenas a 
expresar pacíficamente su oposición a proyectos extractivos o a 
cualquier otra medida que los afecte directamente. Al mismo 
tiempo, deseo subrayar la labor que ha desempeñado el Relator ai 
exhortar a los pueblos indígenas, en innumerables ocasiones, a 
manifestarse de manera pacífica, respetando los derechos 
humanos de los demás. 

Este equilibrio es particularmente esencial para toda sociedad 
democrática en la que prima el Estado de Derecho pues, de un lado 
protege la libertad de reunión pacífica, pero al mismo tiempo 
reconoce la obligación del Estado de preservar el orden social 
cuando se vulneran los derechos humanos de otras personas, 
como es el caso de acciones violentas contra las fuerzas del orden 
o tomas de carreteras que impiden la libertad de tránsito o la 
circulación de alimentos, medicinas y otros bienes o servicios 
esenciales. . 

En tercer lugar, es preciso poner de relieve el análisis que efectúa 
el Relator sobre las normas internacionales, en particular su 
conclusión de que el consentimiento de los pueblos indígenas no es 
necesario cuando puede determinarse de manera concluyente que 
las actividades extractivas no afectarán sustancialmente los 
derechos de estos pueblos, o que sólo impondrán limitaciones 
permitidas, las que deben respetar los criterios de necesidad y 
proporcionalidad en relación a una finalidad pública válida; es decir, 
reconociendo y respetando los derechos y libertades de los demás, 
con el objetivo de satisfacer las justas necesidades de una sociedad 
democrática. 

Esta es la obligación de los Estados reflejada en el Convenio 169 
de la OIT y los compromisos de la Declaración de Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, instrumentos que el 
Perú ha respetado al adoptar la ley y el reglamento sobre el 
derecho a la consulta, normas a cuya elaboración contribuyó el 
Relator y que calificó en su momento como "un importante avance 
en el país y en el resto de la región latinoamericana en materia de 
derechos de los pueblos indígenas", felicitando al Gobierno y al 
Congreso del Perú por su aprobación por unanimidad. 



En cuarto lugar, comparto con el Relator la recomendación de que 
los Estados deberían adoptar medidas regulatorias para las 
empresas domiciliadas en su jurisdicción pero que operan en el 
extranjero, con el objeto de prevenir, sancionar y remediar las 
violaciones de los derechos de los pueblos indígenas en el 
extranjero. 

En quinto lugar, el rol de las empresas es imprescindible, por lo que 
deben actuar con la debida diligencia para impedir que sus actos 
violen o sean cómplices en la violación de los derechos de los 
pueblos indígenas. 

Por último, deseo expresar el reconocimiento de mi delegación a la 
valiosa labor desempeñada por el Profesor James Anaya como 
Relator Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas 
durante los últimos seis años. En este tiempo profesor Anaya ha 
efectuado una importante contribución a este Consejo para la 
promoción y protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los pueblos indígenas. En este contexto, el Perú 
se complace en ser uno de los últimos países que visitará el 
Profesor Anaya en diciembre de este año, visita que, estoy 
convencido-, contribuirá a potenciar las medidas adoptadas por el 
Gobierno del Perú a favor de los pueblos indígenas. 


